
 

 

 

 

 

 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 

 
Proceso:  E.L. 11001333502220150068400 
Demandante:  AMPARO MOLINA CASTRO 
Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –
UGPP- 

Controversia:   INTERESES MORATORIOS 
 
 

ASUNTO  
 

Procede el Despacho a verificar el cumplimiento del auto que modificó la liquidación del crédito del 27 
de abril de 2021. 
 
 

ANTECEDENTES  
 
En cumplimiento de las disposiciones del artículo 446 del C.G.P., el Despacho modificó la liquidación 
del crédito por la suma de doce millones quinientos veintiséis mil veintidós pesos m/cte ($ 12.526.022), 
a través de auto del 27 de abril de 2021, en él también se señaló el término de diez (10) días para 
acreditar el pago. 
 
Vencido el término concedido, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP- indicó que se creó el SOP Nro. 
2021000100912582 para el correspondiente pago. 
 
 

CONSIDERACIONES 
 

Teniendo en cuenta que la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social –UGPP- debe desplegar un trámite administrativo interno para el 
reconocimiento de las sumas aprobadas, sujeto a disponibilidad presupuestal y que debe surtir un 
procedimiento interno para lograr la aprobación del desembolso de los valores reconocidos, se 
ordenará al Director General de la UGPP que dentro del término de seis (6) meses contados a partir 
de la ejecutoria de esta decisión, informe al Despacho el estado de la ordenación del gasto para el 
pago correspondiente. 
 
Cumplido el término señalado, ingresar el expediente para proveer. 
 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintidós (22) Administrativo de la Oralidad del Circuito de 
Bogotá, -Sección Segunda- 
 
 

                                                           
1 Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021 a 
las 8:00 a.m. 
 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
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RESUELVE: 
 
Primero: REQUERIR al doctor Cicerón Fernando Jiménez Rodríguez, en calidad de Director General 
de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social –UGPP- para que dentro del término de seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de 
esta decisión, informe al Despacho el estado del reconocimiento y ordenación del gasto de las sumas 
aprobadas, a favor de Amparo Molina Castro, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 21.229.671. 
 
Segundo: Cumplido el término concedido, INGRESAR el expediente para proveer lo que en derecho 
corresponda. 
 
 
 
Elaboró: CCO 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
Firmado Por: 

 
LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  

JUEZ CIRCUITO 
JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
7dbdcd86e9ae0432ad974165a015958092691cda4bc7fe08d24acf85129a8734 

Documento generado en 21/06/2021 12:03:46 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
 

 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
Proceso:  E.L. 11001333502220160032600 
Demandante:   DANIEL PATIÑO MOSCOSO 
Demandado:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y  
   CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN -UGPP 
Controversia:  CUMPLIMIENTO SENTENCIA RELIQUIDACIÓN PENSIÓN  
 
 
En atención a los recursos de apelación interpuestos y sustentados oportunamente por los apoderados 
de la parte ejecutante y ejecutada (UGPP) en contra del auto del 4 de mayo de 2021, que aprobó la 
liquidación del crédito, se ordena CONCEDER dicha impugnación ante el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, en el efecto DIFERIDO, según lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 446 del C.G.P.  
 
En consecuencia, por Secretaría, se ordena REMITIR el expediente a la Corporación antes 
mencionada para lo de su competencia.  
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ELABORÓ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

bc8d6aadf8ac094ceb2c1181270b21f5997f167b339f7a2bab43c23507f5338a 
Documento generado en 21/06/2021 04:12:49 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

i Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021, a las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 

del C.P.A.C.A. 

                                                 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5º 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 

admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
 

 

mailto:admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 

 
 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
 
Proceso: E.L. 11001333502220160038500 
Demandante: MARIA ELENA LOPEZ CAICA 
Demandado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES 
Controversia: CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA 
 
 
Constata el Despacho que la parte ejecutada, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES, no ha acreditado el pago de la suma de OCHO MILLONES 
CUATROCIENTOS ONCE MIL PESOS CON CUARENTA CENTAVOS M/CTE ($ 8.000.411.40), a la 
ejecutante señora MARÍA ELENA LOPEZ CAICA, quien se identifica con cédula de ciudadanía 
20.420.784, tal como se ordenó en el auto del pasado 11 de mayo de 2021; por tanto, se requiere  al 
presidente de Colpensiones JUAN MIGUEL VILLA LORA, o en su defecto a quien haga sus veces, 
para que en el término judicial de QUINCE (15) DÍAS HÀBILES contados a partir de la notificación de 
esta providencia, acredite el pago de la mencionada suma, e informe además, las razones 
determinantes de la dilación cuestionada, so pena de dar aplicación a los poderes correccionales 
previstos en el art. 44 del Código General del Proceso.  
 
La respuesta a lo ordenado en esta providencia, debe enviarse al correo electrónico: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co .  
 
Por Secretaría del Juzgado, vencido el término otorgado, ingrésese el expediente al Despacho para 
proveer lo que en derecho corresponda  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÓ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

247dd38372057a86ec6254819f50241ae8158b6461b1c09729455d64183d2054 
Documento generado en 21/06/2021 04:12:51 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

i Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021, a las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 

del C.P.A.C.A. 

                                                 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5º 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 

admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
 

 

mailto:admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 
 
 
 
 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220160039400 
Demandante:  VÍCTOR MANUEL MARTÍNEZ CARRANZA 
Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –
UGPP- 

Controversia:  RELIQUIDACIÓN DE PENSIÓN 
 
 
Atendiendo el informe secretarial que antecede, dispone este Despacho APROBAR LA LIQUIDACIÓN 
DE LAS COSTAS realizada por la secretaría de este Juzgado, en cumplimiento del numeral quinto del 
artículo 366 del C.G.P. 
 
En consecuencia, se ordena a la parte vencida que acredite el pago de los valores de la condena en 
costas del proceso. 
 
Elaboró: CCO 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

2e68c55fb4f03f1004da6401e65b150bf1f3f150d9d5dae0d0971555170369a3 
Documento generado en 21/06/2021 12:03:53 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                                                 
1 Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021 a 
las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 del C.P.A.C.A. 
 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 

 

 



 

 

 

 

 

 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 

 
Proceso:  E.L. 11001333502220170031200 
Demandante:  MARÍA LUCY MERCHÁN DE RAMÍREZ  
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
Controversia:  INTERESES MORATORIOS 
 
 
 
Encontrándose el expediente al Despacho, se evidencia que la entidad ejecutada no ha rendido 
informe sobre el estado de la ordenación del gasto y pago de las acreencias a favor de la parte 
ejecutante. 
 
En consecuencia, se dispone REQUERIR a la doctora María Victoria Angulo González, MINISTRA DE 
EDUCACIÓN NACIONAL, para que en el término de DOS (02) MESES siguientes a la notificación de 
esta decisión, informe el estado actual del pago de los valores reconocidos a favor de la ejecutante 
María Lucy Merchán de Ramírez, identificada con cédula de ciudadanía Nro. 41.472.082. 
 
 
 
Elaboró: CCO 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

65806687d55434bc10e954d19645d10076b13531963e69e0142acdf504e91ee3 
Documento generado en 21/06/2021 12:03:43 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

                                                           
1 Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021 a 
las 8:00 a.m. 
 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 

 
 



 

 
 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 

  
Proceso:  N.R.D. 110013335022201700039800 
Demandante: MARITZA LUCIA HERNÁNDEZ ORTEGA 
Demandado: NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 
Controversia: INCLUSIÓN SALARIAL BONIFICACIÓN JUDICIAL-DECRETO 382 DE 2013 
  
 
Recibido el presente expediente del H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda 
Sala Transitoria Magistrado Ponente Doctor LUIS EDUARDO PINEDA PALOMINO, OBEDÉZCASE Y 
CÚMPLASE lo resuelto en proveído calendado el VEINTISEIS (26) DE MARZO DE DOS MIL 
VEINTIUNO (2021), mediante la cual CONFIRMÒ la sentencia proferida por esta instancia el 12 de 
julio de 2018, que accedió a las pretensiones de la demanda. Sin costas.  
 
En consecuencia, por Secretaría del Juzgado, ENTRÉGUESE los remanentes de los gastos 
procesales a la parte actora, si a ello hubiese lugar, y ARCHÍVESE el expediente dejando las 
constancias del caso.   
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÒ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

4ebd485cbe26886bc2271bc8bad082c933cb5dacca94b8b2c783cc514d9622b7 
Documento generado en 21/06/2021 04:12:54 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

i Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021, a las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 

del C.P.A.C.A. 

                                                           

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91, PISO 5° CAN 

TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 
 

 



 
 

 
 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
 
Proceso:  E.L. 11001333502220180014100 
Demandante:   JESÙS ENRIQUE PARRA MORENO 
Demandado:  ALCALDÌA MAYOR DE BOGOTÁ-SECRETARÌA DE GOBIERNO 
   DIRECCIÒN DE CARCELES DISTRITAL DE VARONES Y ANEXO DE  
   MUJERES DE BOGOTÁ 
Controversia:  CUMPLIMIENTO SENTENCIA RECONOCIMIENTO Y PAGO DE HORAS 
   EXTRAS, RECARGOS NOCTURNOS, ORDINARIOS Y FESTIVOS,  
   RELIQUIDACIÒN DE FACTORES SALARIALES 
 
 
Constata el Despacho que la parte ejecutada, la ALCALDÌA MAYOR DE BOGOTÁ-SECRETARÌA DE 
GOBIERNO DIRECCIÒN DE CARCELES DISTRITAL DE VARONES Y ANEXO DE MUJERES DE 
BOGOTÁ, no ha acreditado el pago de la suma de CINCUENTA Y OCHO MILLONES TRESCIENTOS 
CUARENTA Y UN MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y CUATRO PESOS CON DOS CENTAVOS 
M/CTE ($ 58.341.644.02), al ejecutante señor JESUS ENRIQUE PARRA MORENO, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 79.606.851, tal como se ordenó en el auto del pasado 19 de mayo; por tanto, 
se requiere por SEGÚNDA VEZ al  representante legal del establecimiento carcelario para que en el 
término judicial de QUINCE (15) DÍAS contados a partir de la notificación de esta providencia, acredite 
el pago de la mencionada suma, e informe además, las razones determinantes de la dilación 
cuestionada, so pena de dar aplicación a los poderes correccionales previstos en el art 44 del Código 
General del Proceso. La respuesta a esta providencia, debe enviarse al correo electrónico: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co .  
 
Por Secretaría del Juzgado, vencido el término otorgado, ingrésese el expediente al Despacho para 
proveer lo que en derecho corresponda. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÓ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

f003e17f9136345ebef91154dc648d207463854fca791a75f243249ab4b863a7 
Documento generado en 21/06/2021 04:12:56 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5º 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 

admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
 

 

mailto:admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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i Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021, a las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 

del C.P.A.C.A. 

                                                 



 

 
 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 

 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220180021000 
Demandantes: HENRY CAÑON CARRILLO, WILSON HERNANDO CARO ALBARRACÌN, 

DELMA PATRICIA CASTAÑO CAMPOS, CLAUDIA LILIANA FLORIEN 
DÌAZ, EDITH YAMILE GALEANO ÀNGEL, FABIOLA DE FATIMA 
GUERRERO PABÒN, JOSÈ ADELMAR INFANTE ROZO, GIOVANNY 
ENRIQUE OCHOA CARDOSO, ALEJANDRO PEÑA LEGUIZAMÒN, 
LUCIEN CONSTANZA PEÑA PINZÒN, LAURA CRISTINA ROJAS 
OROZCO y ROSA PATRICIA RUSSI MATEUS. 

Demandado:  MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA NACIONAL 
Controversia:  MESADA 14 
 
  
Recibido el presente expediente del H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda 
Subsección “D”, Magistrada Ponente Doctora ALBA LUCÍA BECERRA AVELLA, OBEDÉZCASE Y 
CÚMPLASE lo resuelto en proveído calendado el CUATRO (04) JUNIO DE DOS MIL VEINTE (2020), 
mediante la cual CONFIRMÓ la sentencia de primera instancia del 12 de febrero de 2019, que negó 
las pretensiones de la demanda. 
 
Igualmente, se condenó en costas en segunda instancia las cuales deberán liquidarse por la secretaría 
de este Juzgado y se fijó como agencias en derecho el monto de un salario mínimo mensual legal 
vigente, conforme al numeral 1 del artículo 5 del acuerdo No. PSAA16-10554 de 2016. 
 
En consecuencia, por Secretaría del Juzgado, (i) LIQUÍDESE las costas en segunda instancia (ii) 
REQUIÉRASE a la parte vencida para que acredite el pago de las costas y las agencias en derecho 
impuestas en el fallo de segundo nivel; (iii) ENTRÉGUESE los remanentes de los gastos procesales 
a la parte actora, si a ello hubiese lugar, y finalmente (iv) ARCHÍVESE el expediente dejando las 
constancias del caso.   
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÒ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

0c0088ecbe15c6c4a181339919c4d0d7b627dc4eec892272c432cb1044aec729 
Documento generado en 21/06/2021 04:12:58 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91, PISO 5° CAN 

TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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i Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021, a las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 

del C.P.A.C.A. 

                                                           



 
 
 
 
 
 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
 
Proceso: N.R.D. 11001333502220180053700 
Demandante: ÁNGEL RAFAEL ÑAÑEZ SÁENZ 
Demandado: CONTRALORÌA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
Controversia: REINTEGRO PLANTA TEMPORAL 
 
 
Recibido el expediente del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección 
D, se constató que no obra constancia de notificación de la decisión adoptada por dicha Corporación.  
 
En consecuencia, previo a obedecer y cumplir la decisión del ad quem, considera el Despacho 
pertinente REQUERIR a la magistrada ponente, Alba Lucía Becerra Avella, para que allegue la 
documental relacionada con la notificación de la respectiva providencia, para establecer la fecha de 
ejecutoria del fallo adoptado en el presente asunto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÓ: CET 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220190044800 
Demandante: GLADYS YANET QUINTERO CUEVAS 
Demandados: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE ESE 
Controversia: CONTRATO REALIDAD  
 
 
En atención a los recursos de apelación interpuestos y sustentados oportunamente por el apoderado 
de la parte demandada y por la apoderada de la entidad demandada, en contra de la sentencia 
proferida el 01 de junio de 2021, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda y 
verificado que las partes no solicitaron conjuntamente la celebración de la audiencia de conciliación y 
tampoco allegaron fórmula conciliatoria, el Despacho ordena CONCEDER los mismos ante la Sección 
Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el efecto SUSPENSIVO, según lo dispuesto 
en el artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021.  
 
En consecuencia, por Secretaría, se ordena REMITIR el presente expediente a la corporación judicial 
mencionada, para lo de su competencia. 
 
 
Elaboró: CCO 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
     
Proceso:  N.R.D. 11001333502220190046800 
Demandante: MARÍA HELENA MUÑOZ GUTIÉRREZ   
Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR ESE 
Controversia: CONTRATO REALIDAD 
 
 
 
Procede el Despacho a REPROGRAMAR fecha y hora para llevar a cabo la Audiencia Inicial de que 
trata el artículo 180 del C.P.A.C.A., y para el efecto se señala el día: 
 
 

 MIÉRCOLES, CATORCE (14) DE JULIO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021), DESDE LAS 
NUEVE DE LA MAÑANA (9:00 A.M.). 
 

 
Citar a las partes y sus apoderados judiciales, así como al Agente del Ministerio Público, advirtiéndoles 
a los apoderados que su comparecencia es obligatoria, pues la inasistencia acarreará las 
consecuencias determinadas por el numeral 4° del artículo 180 del C.P.A.C.A., que señala:  
 
 

“ARTÍCULO 180.  (…) 4.  Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no 
concurra a la audiencia sin junta causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. (…)”  

 
 
La práctica de la diligencia se realizará en las instalaciones del Juzgado, no obstante, en el evento 
que para la fecha programada esté restringida la actividad judicial en modalidad presencial, y que por 
ende persista la virtualidad, con prudente antelación y por conducto de la Secretaría del Despacho, se 
estará informando lo pertinente a los canales virtuales informados al plenario por los sujetos 
procesales. 
 
Le corresponde al (la) apoderado (a) judicial de la parte actora cooperar con el deber de hacer concurrir 
física o virtualmente, en la fecha y hora previamente señaladas, a la demandante y a las personas 
cuyos testimonios fueron solicitados, con la finalidad de que tan pronto como sea concluida la 
Audiencia Inicial, se disponga el trámite concentrado de los demás actos procesales, incluida la 
posibilidad de practicar las pruebas que sean decretadas, recibir los alegatos orales y luego un fallo 
oral, y de esa manera se agotará la primera instancia. En la medida que se requiera citación específica 
para lograr la cooperación probatoria previamente impuesta, ésta debe ser solicitada expresamente y 
de manera virtual, con una antelación mínima de diez (10) días hábiles previos a la fecha programada. 
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Disponer lo necesario para el cumplimiento de esta providencia. Para el efecto, se tendrán en cuenta 
los siguientes correos electrónicos aportados por las partes: notificaciones@misderechos.com.co, 
notificacionesjudiciales@subredsur.gov.co y guillermobd1922@hotmail.com. 
 
Elaboró: CCO 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
 
Proceso: N.R.D. 11001333502220190050300 
Demandante: DIANA PAOLA ACERO CORTÉS 
Demandado: FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
Controversia: BONIFICACIÓN JUDICIAL 
 
 
Atendiendo la solicitud de corrección del auto proferido el 09 de junio de 2021, elevada por la parte 
actora, en aplicación del artículo 286 del C.G.P., el Despacho dispone NEGAR la corrección 
peticionada, teniendo en cuenta que revisado integralmente el expediente y consultado el número de 
cédula de ciudadanía Nro. 52.383.287 en la página web de la Procuraduría General de la Nación, se 
logró corroborar que no existe error en el segundo apellido de la demandante, que es Cortés y no 
Quintero. 
 
Ejecutoriada esta decisión, dar cumplimiento al auto del 09 de junio de 2021, por el cual se declaró 
impedimento y se dispuso remitir el asunto al Juzgado 23 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
 
Elaboró: CCO 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
 
Proceso: N.R.D.  11001333502220190051000 
Demandante: JENNY ROCÍO CUELLAR GÓMEZ 
Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE-E.S.E. 
Controversia: CONTRATO REALIDAD 
 
 
Encontrándose el expediente al Despacho para decidir acerca del recurso de apelación interpuesto 
por el apoderado de la parte demandada, en contra de la sentencia del 6 de mayo de 2021, se verifica:  
 
1. Que el apoderado judicial de la parte accionada propuso y sustentó el recurso de apelación el 21 
de mayo de 2021, esto es, dentro del término legal, conforme a lo establecido en el numeral 1 del 
artículo 247 del C.P.A.C.A., reformado por la Ley 2080 de 2021.  
 
2. Que las partes no solicitaron, de manera conjunta, la celebración de la audiencia de conciliación ni 
aportaron la respectiva fórmula de conciliación, conforme a lo previsto en el numeral 2º del artículo 67 
de la Ley 2080 de 2021.  
 
Así las cosas, este Despacho ordena CONCEDER el recurso de apelación ante la Sección Segunda, 
del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el efecto SUSPENSIVO, según lo dispuesto en el 
artículo 243 del C.P.A.C.A., reformado por la Ley 2080 de 2021.  
 
Por Secretaría, REMÍTASE el presente expediente a la Corporación Judicial previamente señalada 
para lo de su competencia. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ELABORÓ: CET 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 

  
Proceso: E.L. 1100133350222020000500 
Demandante: ANA LUCIA CARRASQUILLA PARRA 
Demandado: MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FOMAG Y LA FIDUPREVISORA  
Controversia: CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA RELIQUIDACIÓN DE PENSIÓN  
 
De acuerdo con el informe secretarial precedente, se ordena REMITIR por conducto de la Secretaría 
de este Despacho, el presente expediente digitalizado a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 
Administrativos del Circuito de Bogotá, con el fin de que se realice la respectiva liquidación del crédito, 
de conformidad con el auto que ordenó seguir adelante con la ejecución del 11 de mayo de 2021, y 
luego se adoptará la decisión que corresponda  acorde con lo establecido en el numeral tercero del 
art. 446, numeral tercero del C.G.P. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÒ: CET 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220200001100 
Demandante: DIANA CAROLINA SEVILLANO BAUTISTA 
Demandados: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR ESE 
Controversia: CONTRATO REALIDAD  
 
 
En atención al recurso de apelación interpuesto y sustentado oportunamente por el apoderado de la 
parte demandada en contra de la sentencia proferida el 31 de mayo de 2021, que accedió parcialmente 
a las pretensiones de la demanda y verificado que las partes no solicitaron conjuntamente la 
celebración de la audiencia de conciliación y tampoco allegaron fórmula conciliatoria, el Despacho 
ordena CONCEDER el mismo ante la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
en el efecto SUSPENSIVO, según lo dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el 
artículo 67 de la Ley 2080 de 2021.  
 
En consecuencia, por Secretaría, se ordena REMITIR el presente expediente a la corporación judicial 
mencionada, para lo de su competencia. 
 
 
Elaboró: CCO 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220200025100  
Demandante: MANUEL ALBERTO GARCÍA VARGAS 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A. 
Controversia: SANCIÓN MORATORIA POR PAGO DE CESANTÍAS 
 

 
 

1. MOMENTO PROCESAL 
 
 

Se imparte la sentencia que en derecho corresponda dentro del proceso de la referencia, que versa 
sobre el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, que promueve a través de 
apoderado judicial Manuel Alberto García Vargas en contra de la Nación – Ministerio de Educación 
Nacional y de la Fiduciaria La Previsora S.A. 

 
 
 

2. LA DEMANDA 
 
 

2.1. En el libelo demandatorio se plantean las siguientes pretensiones: 
 

“DECLARACIONES 
 
1. Declarar LA EXISTENCIA del acto ficto o presunto configurado el 15 de octubre de 
2019, frente a la petición radicada el 15 de julio de 2019, con relación al reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria en el pago de las cesantías, toda vez que la misma no 
fue contestada por parte de la entidad demandada Ministerio de Educación Nacional - 
Fonpremag. 
 
2. Declarar la nulidad del acto ficto o presunto configurado el día 15 de octubre de 2019, 
frente a la petición radicada el 15 de julio de 2019, en cuanto negó el derecho a pagar 
la SANCIÓN POR MORA a mi mandante establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 
de 2006, equivalente a un (1) día de salario por cada día de retardo, contados desde los 
setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 
demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 
 
3. Declarar que mi representado tiene derecho a que la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO-, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 
244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día de salario por cada día de 
retardo, contados desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la 
solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la 
misma. 
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CONDENAS 
 
1. Condenar a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- a que se le 
reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 
1071 de 2006 a mi mandante, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 
retardo, contados desde los setenta (70) días hábiles después de ser radicada la solicitud 
de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 
 
2. Que se ordene a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DE MAGISTERIO- dar cumplimiento al 
fallo que se dicte dentro de este proceso tal como lo dispone el artículo 192 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. (C.P.A.C.A.). 
 
3. Condenar a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- al reconocimiento y 
pago de intereses moratorios a partir del día siguiente de la fecha de la ejecutoria de la 
sentencia y por el tiempo siguiente hasta que se efectúe el pago de la SANCIÓN 
MORATORIA reconocida en esta sentencia. 
 
4. Condenar en costas a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- de 
conformidad con lo estipulado en el Artículo 188 del Código de Procedimiento 
Administrativo y delo Contencioso Administrativo y Código General del Proceso.” 
(Resaltado original). 

 
 
 

3. ASPECTO FÁCTICO 
 
 

Los hechos que sirven de fundamento a las anteriores pretensiones, son:  
 
 
3.1. La parte actora en calidad de docente, solicitó el 24 de octubre de 2016 al Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, el reconocimiento y pago de las 
cesantías definitivas. 
 
 
3.2. A través de Resolución Nro. 0463 del 03 de febrero de 2017, expedida por la Directora de 
Talento Humano de la Secretaría de Educación de Bogotá, le fueron reconocidas las cesantías 
definitivas. 
 
 
3.3. Las cesantías definitivas fueron pagadas el 21 de abril de 2017, excediéndose el término legal 
previsto en la Ley 1071 de 2006. 
 
 
3.4. El 15 de julio de 2019, la parte demandante elevó petición escrita ante el Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, rogando el reconocimiento y pago 
de la sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías solicitadas. La administración dejó 
transcurrir más de tres (03) meses sin emitir pronunciamiento expreso sobre la petición. 
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4. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
 
4.1. Se citan como violentados los artículos 5 y 15 de la Ley 91 de 1989, 1 y 2 de la Ley 244 de 
1995 y 4 y 5 de la Ley 1071 de 2006. 
 
 
4.2. En punto al concepto de violación, se indicó que, aunque la Ley 244 de 1995, modificada por 
la Ley 1071 de 2006, establece un término perentorio para reconocer y pagar las cesantías definitivas 
o parciales a los servidores públicos, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
desconoce este imperativo y cancela estos emolumentos por fuera del término de 70 días posteriores 
a la solicitud, generando a favor de la docente peticionaria, la sanción moratoria equivalente a un día 
de salario por cada día de retardo. 
 
 
4.3. Aseveró que en reiterada jurisprudencia, el Consejo de Estado evidenció la situación irregular 
por morosidad en el pago de las cesantías y con fundamento en el efecto útil de la norma, explicó la 
forma como deben computarse los términos y los valores salariales relevantes, para cuantificar la 
sanción a cargo del empleador moroso y a favor del trabajador.  

 
 
 

5. ACTIVIDAD PROCESAL 
 
 

5.1. El 14 de septiembre de 2020 fue repartida la demanda al Juzgado 22 Administrativo de 
Oralidad de Bogotá. Mediante auto del 29 de septiembre de 2020 fue admitida la demanda y el 06 de 
octubre de 2020 fue notificada personalmente esta decisión a la Ministra de Educación Nacional y al 
Representante legal de la Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
 
5.2. El Ministerio de Educación Nacional y la Fiduciaria La Previsora S.A., contestaron 
oportunamente la demanda, a través de memorial radicado el 11 de noviembre de 2020, en el cual 
exponen la normativa aplicable a los docentes para el reconocimiento y pago de las cesantías e indican 
que se acogen al principio de legalidad del presupuesto, sin desconocer las sentencias de unificación 
sobre la materia. Solicitan que no se condene en costas a las entidades, teniendo en cuenta que no 
se satisfacen los requisitos del artículo 365 del C.G.P.  
 
 
5.3. Por tratarse de un asunto de puro derecho, en cumplimiento del numeral 1 del artículo 13 del 
Decreto 806 del 04 de junio de 2020, expedido en el marco de la emergencia económica, social y 
ecológica decretada en el territorio nacional, el 02 de marzo de 2021 se dispuso tener como pruebas 
los documentos obrantes en el expediente, prescindir de la audiencia inicial y con el fin de proferir 
sentencia anticipada, se ordenó correr traslado por el término de diez (10) días para que las partes 
aportaran sus alegatos de conclusión por escrito y para que el Ministerio Público rindiera su concepto. 
 
 
 
5.3.1. ALEGATOS DE LA PARTE ACTORA 
 
El 09 de marzo de 2021 el apoderado judicial de la parte actora presentó alegatos de conclusión, 
reiterando las pretensiones, los fundamentos fácticos y jurídicos esbozados en la demanda. Precisó 
que las personas que laboran al servicio docente oficial, tienen la calidad de empleados públicos y, 
por ende, les resulta aplicable la Ley 1071 de 2006, que configura un imperativo legal, en la cual se 
prevén plazos perentorios para la expedición del acto administrativo que reconoce las cesantías y para 
el pago correspondiente. Después de analizar la Ley 91 de 1989 y el Decreto 2831 de 2005, refirió 
que, frente al reconocimiento de las prestaciones sociales a favor de los docentes, la labor de la 
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entidad territorial, tiene carácter meramente operativo y la obligación prestacional está a cargo del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Finalmente, resaltó las recientes sentencias 
de unificación del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, sobre el mismo asunto que se 
discute en este caso y que configuran doctrina vinculante. 
 
 
5.3.2. ALEGATOS DE LA PARTE ACCIONADA 
 
5.3.2.1. El apoderado judicial del Ministerio de Educación Nacional y de la Fiduciaria La Previsora S.A., 
alegó de conclusión el 12 de marzo de 2021, exponiendo la normativa y la jurisprudencia sobre la 
sanción moratoria por pago tardío de las cesantías, la imposibilidad de indexar esta penalidad y la 
carga probatoria para condenar en costas. 
 
 
5.3.3. El 16 de marzo de 2021, la Procuradora 11Judicial I en calidad de Agente del Ministerio Público 
delegada ante este Despacho, rindió concepto sobre el presente asunto, en el cual refirió que el 
propósito de la indemnización moratoria prevista en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 
de 2006, es resarcir los daños causados por el incumplimiento en el pago del auxilio de cesantías. 
Precisó que el incumplimiento de los términos señalados en la norma en cita, implica el pago de un 
día de salario por cada día de retardo, pudiendo repetir contra los funcionarios que originaron el 
retardo. Indicó que la sentencia de unificación del Consejo de Estado, proferida el 18 de julio de 2018, 
ratificó la aplicación de las leyes mencionadas a los docentes. Conforme los presupuestos de hecho 
del caso, concluyó que el pago de las cesantías se efectuó después del vencimiento del término de 
70 días, por tanto hay lugar al reconocimiento y pago de la sanción moratoria, no obstante, no procede 
indexación ni operó la prescripción, en consecuencia, solicitó acceder parcialmente a las pretensiones 
de la demanda. 

 
 

 
6. PRUEBAS 

 
6.1. DOCUMENTALES 
 
6.1.1. Resolución Nro. 0463 del 03 de febrero de 2017, expedida por la Directora de Talento Humano 
de la Secretaría de Educación de Bogotá, por la cual se reconoce y ordena el pago de las cesantías 
definitivas a favor de la parte demandante. 
 
6.1.2. Recibo del Banco BBVA, en el que consta que el pago de las cesantías fue realizado el 21 de 
abril de 2017. 
 
6.1.3. Petición con radicado Nro. E-2019-115156 del 15 de julio de 2019, elevada por la parte actora 
ante la Secretaría de Educación de Bogotá, por la cual solicita el reconocimiento y pago de sanción 
moratoria por el pago tardío de las cesantías. 
 
6.1.4. Formato único para expedición de certificado de salarios, devengados por la parte accionante 
durante el año 2015, expedido el 12 de agosto de 2019 por la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
6.1.5. Formato único para expedición de certificado de historia laboral, de la parte actora, emitido el 
12 de agosto de 2019 por la Secretaría de Educación de Bogotá. 
 
 
  

7. PROBLEMA JURÍDICO 
 
Teniendo en cuenta que las partes del proceso no discuten que el pago de las cesantías definitivas 
fue realizado con extralimitación de los plazos legalmente establecidos, le corresponde al Juzgado 
determinar, si acoge o no los reproches de ilegalidad propuestos contra el acto ficto negativo, por el 
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cual la administración demandada, negó con su silencio la petición encaminada al reconocimiento y 
pago de la sanción moratoria. 

 
 
 

8. CONSIDERACIONES 
 
8.1. Al no observarse causal alguna de nulidad que invalide lo actuado, procede el Despacho, en sede 
de primera instancia, a resolver de fondo este asunto. 
 
 
8.2. Por medio de la Ley 91 de 1989 fue creado el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio –FOMAG- como una cuenta especial de la Nación, cuyos recursos serían administrados 
por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, de acuerdo con el contrato de fiducia mercantil 
celebrado por el Ministerio de Educación Nacional. La Ley también prevé que, a partir del 01 de enero 
de 1990, el auxilio de cesantías a favor de los docentes sería pagado por el Fondo mencionado.  
 
 
8.3. El artículo 56 de la Ley 962 de 20051, reglamentado por el Decreto 2831 de 2005, señala que el 
reconocimiento de las prestaciones sociales por parte del FOMAG, es antecedido por la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de la fiduciaria que administre el fondo, el cual debe ser elaborado 
y firmado por la Secretaría de Educación de la entidad territorial a la que se encuentre vinculado el 
docente. 
 
 
8.4. Los términos para el pago oportuno de las cesantías de los servidores públicos, fueron fijados por 
los artículos 1 y 2 de la Ley 244 de 1995 que fue subrogada por la Ley 1071 de 2006, los cuales 
señalan: 
 

“ARTÍCULO 1. <Artículo subrogado por el artículo 4o. de la Ley 1071 de 2006. El nuevo 
texto es el siguiente:> Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por 
parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el 
reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, 
si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 
 
PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta 
deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al 
recibo de la solicitud, señalándole expresamente los documentos y/o requisitos 
pendientes. 
 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser 
resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 
 
ARTÍCULO 2. <Artículo subrogado por el artículo 5o. de la Ley 1071 de 2006. El nuevo 
texto es el siguiente:> La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 
servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para 
el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 
propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 
que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no 

                                                 
1 Derogado por la Ley 1955 de 2019, a partir del 25 de mayo de 2019. 
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cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá 
repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 
culpa imputable a este.” (Resaltado fuera del texto). 

  
 
8.5. Según la norma en cita, el conteo del término de los setenta (70) días hábiles para el 
reconocimiento y pago de las cesantías definitivas o parciales, se inician el día siguiente a la 
presentación de la solicitud correspondiente y se distribuyen así: 
 
8.5.1. Quince (15) días para la expedición del acto administrativo de reconocimiento. 
 
8.5.2. Diez (10) días para que el acto administrativo expedido cobre ejecutoria. 
 
8.5.3. Cuarenta y cinco (45) días para el pago conforme el acto administrativo ejecutoriado. 
 
 
8.6. Sobre la aplicación de la ley en mención a los docentes oficiales, la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado, recientemente unificaron su jurisprudencia, en el sentido de precisar que las 
disposiciones de la Ley 244 de 1995 modificada por la Ley 1071 de 2006, son aplicables a ellos por 
asemejarse su situación, características y funciones a las de los servidores públicos. En sentencia SU-
336 del 18 de mayo de 2017, con ponencia del magistrado Iván Humberto Escrucería Mayolo, la Sala 
Plena de la Corte Constitucional indicó: 
 

“9.2. La Sala Plena de esta Corporación considera que aquellas personas que se 
desempeñan como docentes al servicio del Estado tienen derecho, previo cumplimiento 
de los requisitos legales y según se evalúe en cada caso concreto, al reconocimiento de 
la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, establecida en la Ley 244 de 
1995, modificada por la Ley 1071 de 2006 y, en ese sentido, unificará la jurisprudencia 
sobre el particular. Lo anterior, por cuanto: 
 
(i) Lo que se busca con el pago de esta prestación social es, por un lado, contribuir a la 
mengua de las cargas económicas que deben enfrentar los asalariados ante el cese de 
la actividad productiva, y por otro -en el caso del pago parcial de cesantías-, permitir al 
trabajador satisfacer otras necesidades, como vivienda y educación. Bajo ese entendido, 
la efectividad del derecho a la seguridad social se desdibuja cuando a pesar de 
reconocer que un trabajador, cualquiera sea su naturaleza, tiene derecho al pago de sus 
cesantías, el Estado o el empleador demora su pago durante un término indefinido. 
 
(ii) Aunque los docentes oficiales no hacen parte de la categoría de servidores 
públicos, su situación, características y funciones se asemejan a la de estos 
últimos y, por lo tanto, les es aplicable el régimen general en lo no regulado en el 
régimen especial de la Ley 91 de 1989[71]. 
 
(iii) Desde la exposición de motivos de esta normatividad, la intención del 
legislador fue fijar su ámbito de aplicación a todos los funcionarios públicos y 
servidores estatales, es decir, involucra a todo el aparato del Estado, no solo a nivel 
nacional sino también territorial. 
 
(iv) Aplicar este régimen garantiza en mayor medida el derecho a la seguridad 
social de los docentes oficiales, en condiciones de igualdad con los demás 
servidores públicos a quienes de manera directa se les garantiza el reconocimiento 
pronto y oportuno de sus prestaciones sociales. 
 
(v) Si bien los operadores judiciales son autónomos e independientes en el ejercicio de 
sus funciones, mantener dos posturas contrarias sobre el asunto objeto de estudio 
por la Jurisdicción Contencioso Administrativa genera como consecuencia la 
vulneración del derecho a la igualdad de quienes se encuentran en la misma 
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situación fáctica y desconoce el principio de seguridad jurídica que irradia las 
actuaciones de las autoridades judiciales. 
 
(vi) Aplicar el régimen general de los servidores públicos a los docentes oficiales en 
materia de sanción moratoria resulta ser la condición más beneficiosa y, en esa 
medida, la que se adecúa mayormente y de mejor manera a los principios, valores, 
derechos y mandatos constitucionales, particularmente, al principio de favorabilidad 
consagrado en el artículo 53 de la Constitución. 
 
(vii) Si bien para el momento en que se produjeron las sentencias en sede de nulidad y 
restablecimiento del derecho aún no había sido proferido el fallo en el que esta 
Corporación abordó de manera definitiva el asunto, ya existía al menos un precedente 
sobre la materia que aproximaba a un entendimiento distinto al que se llegó en dichas 
providencias en sede contenciosa (sentencia C-741 de 2012).” (Resaltado del Juzgado). 
 

 
8.7. Por su parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B, con ponencia de la consejera Sandra Lisset Ibarra Vélez, dentro de la radicación Nro. 
73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) CE-SUJ2-012-18, el 18 de julio de 2018, precisó: 
 

“193. En tal virtud, la Sala dicta las siguientes reglas jurisprudenciales: 
 
3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para 
señalar que el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 
244 de 1995 y sus normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago 
tardío de sus cesantías. 
 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías 
se expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria 
corre 70 días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que 
corresponde a: i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y 
iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la 
ley2 para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para 
entregarle el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual 
modo, que cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, 
el acto de reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En 
ninguno de estos casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador 
como computables para sanción moratoria. 
 
195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se 
interpone el recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo 
resuelva. Si el recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán 
pasados 15 días de interpuesto. 
 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el 
salario base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la 
fecha en que se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las 
cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación 

                                                 
2 Artículos 68 y 69 C.P.A.C.A. 
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básica vigente al momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación 
en el tiempo. 
 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la 
sanción moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” 
(Resaltado y subrayado originales). 

 
 
8.8. Descendiendo al caso concreto, se evidencia que a través de petición presentada el 24 de octubre 
de 2016 ante la Secretaría de Educación de Bogotá bajo el radicado Nro. 2016-CES-385321, Manuel 
Alberto García Vargas solicitó el reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, la cual fue 
atendida favorablemente con la Resolución Nro. 0463 del 03 de febrero de 2017, expedida por la 
Directora de Talento Humano de la Secretaría de Educación de Bogotá, cuyo pago fue efectuado el 
21 de abril de 2017. 
 
 
8.9. Cotejados los términos perentorios establecidos en la legislación mencionada con la situación 
fáctica planteada, tal y como lo manifestaron el apoderado judicial de las entidades demandadas en 
su alegato de conclusión y la Procuradora 11 Judicial  
I, se constata que el Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A., incurrieron en tardanza en el reconocimiento y pago de 
las cesantías definitivas rogadas por la parte actora, toda vez que el acto administrativo de 
reconocimiento, debió ser expedido a más tardar el 16 de noviembre de 2016 y con evidente dilación, 
se expidió hasta el 03 de febrero de 2017. En el caso concreto el pago oportuno de las cesantías, 
debió haberse realizado el 03 de febrero de 2017, no obstante, hasta el 21 de abril de 2017, fue 
cancelada la prestación solicitada.  
 
 
8.10. En ese orden de ideas, se encuentra probado que entre el 04 de febrero de 2017 (día siguiente 
al vencimiento del plazo para el pago oportuno) y el 20 de abril de 2017 (día anterior a la fecha del 
pago realizado), se causaron 75 días calendario de morosidad en el pago de las cesantías y teniendo 
en cuenta que el salario básico diario del año 2015 (anualidad en la que el demandante se retiró del 
servicio) fue de cuarenta y nueve mil setecientos cuarenta y ocho pesos ($ 49.748)3, se debe ejecutar 
la pertinente operación aritmética, cuyo resultado permite establecer como sanción moratoria causada 
a favor de la parte actora, la suma de tres millones setecientos treinta y un mil cien pesos m/cte ($ 
3.731.100). 
 
 
8.11. En asertos previamente establecidos, se indicó que la sanción moratoria en el caso concreto se 
empezó a causar el 04 de febrero de 2017, y como quiera que la petición para su reconocimiento y 
pago data del 15 de julio de 2019, debe concluirse que no operó el fenómeno jurídico de la prescripción 
extintiva trienal del derecho. Ahora bien, teniendo en cuenta que la administración guardó silencio 
sobre la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria, en aplicación del artículo 83 del 
C.P.A.C.A., tres (03) meses después de presentada, sin haberse notificado respuesta alguna, ha de 
entenderse configurado el 15 de octubre de 2019, el acto presunto negativo que se demanda. 
 
 
8.12. Con fundamento en lo esbozado, el Despacho considera que el acto ficto previamente aludido, 
que es objeto de la demanda, es ilegal, por falta de aplicación del parágrafo del artículo 2, de la Ley 
244 de 1995, norma subrogada por la Ley 1071 de 2006, por tanto, adolece de nulidad porque infringe 
las normas en que debería fundarse.  
 
 

                                                 
3 La asignación básica mensual devengada por la parte actora durante el año 2015 asciende a $ 1.492.462, conforme la 
certificación que obra en el expediente. 
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8.13. Como restablecimiento del derecho, se ordenará al Ministerio de Educación Nacional por 
conducto de la Fiduciaria La Previsora S.A. reconocer y pagar a favor de la parte demandante, con 
cargo a sus recursos propios, la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, correspondiente 
a 75 días del salario básico pagado en el año 2015, por valor total de tres millones setecientos treinta 
y un mil cien pesos m/cte ($ 3.731.100). 
 
 
8.14. No habrá lugar a indexar la suma reconocida, toda vez que conforme la jurisprudencia citada, la 
sanción moratoria por pago tardío de cesantías no constituye un derecho laboral, sino una penalidad 
económica que sanciona la negligencia de la entidad en el reconocimiento y pago, cuya base de 
liquidación es el salario básico reajustado anualmente por el Gobierno Nacional. 
 
 
8.15. En el evento que las entidades demandadas, se abstengan de pagar los valores reconocidos de 
manera inmediata a la ejecutoria de la presente decisión, deberán pagar intereses moratorios en los 
términos de los artículos 192 y 195 del C.P.A.C.A. 
 
   
8.16. En aplicación de lo previsto en el numeral 8 del artículo 365 del C.G.P. y el inciso 2 del artículo 188 
del C.P.A.C.A., no habrá lugar a condenar en costas a la parte vencida, por no existir prueba en el plenario 
que evidencie la causación de las mismas. 
 
 
8.17. Una vez en firme esta sentencia, se deberá expedir a costa de la parte interesada copia auténtica 
con constancia de ejecutoria y del poder conferido al apoderado en los términos del numeral 2 del artículo 
114 del C.G.P., devolver el remanente de los gastos procesales, si lo hubiere; y finalmente se procederá 
al archivo de las diligencias, previos los registros a que haya lugar. 
 
 
8.18. Si transcurridos diez (10) meses subsiguientes a la ejecutoria de la presente decisión, la entidad 
demandada no la hubiere cumplido, deberá ordenarse su acatamiento inmediato, según lo señalado en 
los artículos 192 y 298 del C.P.A.C.A.  
 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veintidós (22) Administrativo de la Oralidad del Circuito Judicial 
de Bogotá, -Sección Segunda-, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley,  
 

 
RESUELVE: 

 
Primero: DECLARAR la existencia de silencio administrativo negativo, por ausencia de respuesta de 
fondo a la petición elevada el 15 de julio de 2019 por MANUEL ALBERTO GARCÍA VARGAS, quien se 
identifica con cédula de ciudadanía Nro. 79.542.458 ante la Secretaría de Educación de Bogotá, acto 
ficto configurado el 15 de octubre de 2019, según el artículo 83 del C.P.A.C.A. y por las razones 
expuestas en la motivación. 
 
Segundo: DECLARAR la nulidad del ACTO FICTO NEGATIVO referido en el numeral anterior, de 
conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de la presente sentencia. 
 
Tercero: Como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho ORDENAR a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, que por conducto de la FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A., reconozca, liquide y pague a MANUEL ALBERTO GARCÍA VARGAS, quien se 
identifica con cédula de ciudadanía Nro. 79.542.458, la sanción moratoria prevista en el parágrafo del 
artículo 5º de la Ley 1071 de 2006 con cargo a sus recursos propios, equivalente a un día de salario básico 
del año 2015 por cada día de retardo, a partir del 04 DE FEBRERO DE 2017 Y HASTA EL 20 DE ABRIL 
DE 2017, para un total de 75 días, que corresponden a la suma de TRES MILLONES SETECIENTOS 
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TREINTA Y UN MIL CIEN PESOS M/CTE ($ 3.731.100), de conformidad con lo expuesto en la parte 
motiva de la sentencia.  
 
Cuarto: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, atendiendo las razones vertidas en la parte 
motiva de la presente sentencia. 
 
Quinto: Las entidades demandadas, Ministerio de Educación Nacional y Fiduciaria La Previsora S.A., 
darán cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 189, 192 y 195 del C.P.A.C.A. 
 
Sexto: SIN CONDENA en costas procesales, atendiendo lo establecido en el numeral 8 del artículo 
365 del C.G.P. y el inciso 2 del artículo 188 del C.P.A.C.A., de conformidad con lo expuesto en la parte 
motiva de la presente sentencia. 
 
Séptimo: EXPEDIR a costa de la parte interesada COPIA AUTÉNTICA con constancia de ejecutoria, 
así como la constancia que dé cuenta del poder conferido al apoderado (a) judicial de la parte actora, 
de conformidad con el artículo 114 numeral 2 C.G.P. 
 
Octavo: Una vez ejecutoriada esta sentencia, DEVOLVER a la parte demandante el remanente de 
los gastos del proceso, si lo hubiere y luego ARCHIVAR el expediente, de conformidad con el numeral 
4 artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
Noveno: Si transcurridos diez (10) meses subsiguientes a la ejecutoria de la presente decisión, la entidad 
demandada no la hubiere cumplido, ORDENAR su acatamiento inmediato, según lo señalado en los 
artículos 192 y 298 del C.P.A.C.A. 
 
Elaboró: CCO 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
Firmado Por: 

 
LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  

JUEZ CIRCUITO 
JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
639c8cf47d75366f1543ec65999382f5f00803541a9b243cf99692d4e0730e30 

Documento generado en 21/06/2021 03:01:49 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 

  
Proceso: N.R.D.  11001333502220200025600 
Demandante: ZANDRA MONIKA SALAZAR GONGORA 
Demandados: MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Controversia: SANCIÓN MORATORIA/CESANTÍAS PARCIALES 
 
  
Recibido el presente expediente del H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda 
Subsección “E”, Magistrada Ponente Doctora PATRICIA VICTORIA MANJARRÉS BRAVO, 
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por esa Corporación en providencia del VEINTIUNO (21) 
MAYO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021), mediante la cual ordenó lo siguiente: “ PRIMERO: ACEPTAR 
el desistimiento presentado por la parte actora del recurso de apelación que interpuso en contra el 
auto de 27 de octubre de 2020, proferido por el Juzgado 22° Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. SEGUNDO: DAR POR TERMINADO el proceso, advirtiendo que el auto de 27 de octubre de 
2020, proferido por el Juzgado 22° Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, por medio del cual 
rechazó la demanda queda en firme y hace tránsito a cosa de conformidad con el inciso segundo del 
art. 316 del CGP. TERCERO: Sin lugar a condena en costas.” 
 
En consecuencia, por Secretaría del Juzgado, ARCHÍVESE el expediente dejando las constancias del 
caso.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÒ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

e17ddc75ebd7bac3fba826397bb19e9ca82044cbd3024e74bbdf1b9ca04ccfc4 
Documento generado en 21/06/2021 04:12:38 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

i Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021, a las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 

del C.P.A.C.A. 

                                                           

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91, PISO 5° CAN 

TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 
 

 



 

 
 
 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220200025700  
Demandante: JANETH JIMÉNEZ RODRÍGUEZ 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y FIDUCIARIA LA 

PREVISORA S.A. 
Controversia: SANCIÓN MORATORIA POR PAGO DE CESANTÍAS 
 

 
 

1. MOMENTO PROCESAL 
 
 

Se imparte la sentencia que en derecho corresponda dentro del proceso de la referencia, que versa 
sobre el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, que promueve a través de 
apoderado judicial Janeth Jiménez Rodríguez en contra de la Nación – Ministerio de Educación 
Nacional y de la Fiduciaria La Previsora S.A. 

 
 
 

2. LA DEMANDA 
 
 

2.1. En el libelo demandatorio se plantean las siguientes pretensiones: 
 

“DECLARACIONES 
 
1. Declarar LA EXISTENCIA del acto ficto o presunto configurado el 09 de noviembre 
de 2019, frente a la petición radicada el 9 de agosto de 2019, con relación al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria en el pago de las cesantías, toda vez que 
la misma no fue contestada por parte de la entidad demandada Ministerio de Educación 
Nacional - Fonpremag. 
 
2. Declarar la nulidad del acto ficto o presunto configurado el día 09 de noviembre de 
2019, frente a la petición radicada el 9 de agosto de 2019, en cuanto negó el derecho a 
pagar la SANCIÓN POR MORA a mi mandante establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 
1071 de 2006, equivalente a un (1) día de salario por cada día de retardo, contados 
desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía 
ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 
 
3. Declarar que mi representado tiene derecho a que la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO-, le reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 
244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día de salario por cada día de 
retardo, contados desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la 
solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la 
misma. 
 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 Nro. 43-91 PISO 5 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
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CONDENAS 
 
1. Condenar a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- a que se le 
reconozca y pague la SANCIÓN POR MORA establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 
1071 de 2006 a mi mandante, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de 
retardo, contados desde los setenta (70) días hábiles después de ser radicada la solicitud 
de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 
 
2. Que se ordene a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DE MAGISTERIO- dar cumplimiento al 
fallo que se dicte dentro de este proceso tal como lo dispone el artículo 192 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. (C.P.A.C.A.). 
 
3. Condenar a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- al reconocimiento y 
pago de intereses moratorios a partir del día siguiente de la fecha de la ejecutoria de la 
sentencia y por el tiempo siguiente hasta que se efectúe el pago de la SANCIÓN 
MORATORIA reconocida en esta sentencia. 
 
4. Condenar en costas a la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- de 
conformidad con lo estipulado en el Artículo 188 del Código de Procedimiento 
Administrativo y delo Contencioso Administrativo y Código General del Proceso.” 
(Resaltado original). 

 
 
 

3. ASPECTO FÁCTICO 
 
 

Los hechos que sirven de fundamento a las anteriores pretensiones, son:  
 
 
3.1. La parte actora en calidad de docente, solicitó el 12 de mayo de 2016 al Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, el reconocimiento y pago de las 
cesantías definitivas. 
 
 
3.2. A través de Resolución Nro. 7436 del 18 de octubre de 2016, expedida por la Directora de 
Talento Humano de la Secretaría de Educación de Bogotá, le fueron reconocidas las cesantías 
definitivas. 
 
 
3.3. Las cesantías definitivas fueron pagadas el 26 de diciembre de 2016, excediéndose el término 
legal previsto en la Ley 1071 de 2006. 
 
 
3.4. El 09 de agosto de 2019, la parte demandante elevó petición escrita ante el Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales, rogando el reconocimiento y pago 
de la sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías solicitadas. La administración dejó 
transcurrir más de tres (03) meses sin emitir pronunciamiento expreso sobre la petición. 
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4. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
 
4.1. Se citan como violentados los artículos 5 y 15 de la Ley 91 de 1989, 1 y 2 de la Ley 244 de 
1995 y 4 y 5 de la Ley 1071 de 2006. 
 
 
4.2. En punto al concepto de violación, se indicó que, aunque la Ley 244 de 1995, modificada por 
la Ley 1071 de 2006, establece un término perentorio para reconocer y pagar las cesantías definitivas 
o parciales a los servidores públicos, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
desconoce este imperativo y cancela estos emolumentos por fuera del término de 70 días posteriores 
a la solicitud, generando a favor de la docente peticionaria, la sanción moratoria equivalente a un día 
de salario por cada día de retardo. 
 
 
4.3. Aseveró que en reiterada jurisprudencia, el Consejo de Estado evidenció la situación irregular 
por morosidad en el pago de las cesantías y con fundamento en el efecto útil de la norma, explicó la 
forma como deben computarse los términos y los valores salariales relevantes, para cuantificar la 
sanción a cargo del empleador moroso y a favor del trabajador.  

 
 
 

5. ACTIVIDAD PROCESAL 
 
 

5.1. El 16 de septiembre de 2020 fue repartida la demanda al Juzgado 22 Administrativo de 
Oralidad de Bogotá. Mediante auto del 29 de septiembre de 2020 fue admitida la demanda y el 06 de 
octubre de 2020 fue notificada personalmente esta decisión a la Ministra de Educación Nacional y al 
Representante legal de la Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
 
5.2. El Ministerio de Educación Nacional y la Fiduciaria La Previsora S.A., contestaron 
oportunamente la demanda, a través de memorial radicado el 26 de noviembre de 2020, en el cual 
exponen la normativa aplicable a los docentes para el reconocimiento y pago de las cesantías e indican 
que se acogen al principio de legalidad del presupuesto, sin desconocer las sentencias de unificación 
sobre la materia. Solicitan que no se condene en costas a las entidades, teniendo en cuenta que no 
se satisfacen los requisitos del artículo 365 del C.G.P.  
 
 
5.3. Por tratarse de un asunto de puro derecho, en cumplimiento del numeral 1 del artículo 13 del 
Decreto 806 del 04 de junio de 2020, expedido en el marco de la emergencia económica, social y 
ecológica decretada en el territorio nacional, el 02 de marzo de 2021 se dispuso tener como pruebas 
los documentos obrantes en el expediente, prescindir de la audiencia inicial y con el fin de proferir 
sentencia anticipada, se ordenó correr traslado por el término de diez (10) días para que las partes 
aportaran sus alegatos de conclusión por escrito y para que el Ministerio Público rindiera su concepto. 
 
 
 
5.3.1. ALEGATOS DE LA PARTE ACTORA 
 
El 09 de marzo de 2021 el apoderado judicial de la parte actora presentó alegatos de conclusión, 
reiterando las pretensiones, los fundamentos fácticos y jurídicos esbozados en la demanda. Precisó 
que las personas que laboran al servicio docente oficial, tienen la calidad de empleados públicos y, 
por ende, les resulta aplicable la Ley 1071 de 2006, que configura un imperativo legal, en la cual se 
prevén plazos perentorios para la expedición del acto administrativo que reconoce las cesantías y para 
el pago correspondiente. Después de analizar la Ley 91 de 1989 y el Decreto 2831 de 2005, refirió 
que, frente al reconocimiento de las prestaciones sociales a favor de los docentes, la labor de la 
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entidad territorial, tiene carácter meramente operativo y la obligación prestacional está a cargo del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Finalmente, resaltó las recientes sentencias 
de unificación del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, sobre el mismo asunto que se 
discute en este caso y que configuran doctrina vinculante. 
 
 
5.3.2. ALEGATOS DE LA PARTE ACCIONADA 
 
5.3.2.1. El apoderado judicial del Ministerio de Educación Nacional y de la Fiduciaria La Previsora S.A., 
alegó de conclusión el 12 de marzo de 2021, exponiendo la normativa y la jurisprudencia sobre la 
sanción moratoria por pago tardío de las cesantías, la imposibilidad de indexar esta penalidad y la 
carga probatoria para condenar en costas. 
 
 
5.3.3. El 16 de marzo de 2021, la Procuradora 11Judicial I en calidad de Agente del Ministerio Público 
delegada ante este Despacho, rindió concepto sobre el presente asunto, en el cual refirió que el 
propósito de la indemnización moratoria prevista en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 
de 2006, es resarcir los daños causados por el incumplimiento en el pago del auxilio de cesantías. 
Precisó que el incumplimiento de los términos señalados en la norma en cita, implica el pago de un 
día de salario por cada día de retardo, pudiendo repetir contra los funcionarios que originaron el 
retardo. Indicó que la sentencia de unificación del Consejo de Estado, proferida el 18 de julio de 2018, 
ratificó la aplicación de las leyes mencionadas a los docentes. Conforme los presupuestos de hecho 
del caso, concluyó que el pago de las cesantías se efectuó después del vencimiento del término de 
70 días, por tanto, hay lugar al reconocimiento y pago de la sanción moratoria, no obstante, no procede 
indexación ni operó la prescripción, en consecuencia, solicitó acceder parcialmente a las pretensiones 
de la demanda. 

 
 

 
6. PRUEBAS 

 
6.1. DOCUMENTALES 
 
6.1.1. Resolución Nro. 7436 del 18 de octubre de 2016, expedida por la Directora de Talento Humano 
de la Secretaría de Educación de Bogotá, por la cual se reconoce y ordena el pago de las cesantías 
definitivas a favor de la parte demandante. 
 
6.1.2. Recibo del Banco BBVA, en el que consta que el pago de las cesantías fue realizado el 26 de 
diciembre de 2016. 
 
6.1.3. Petición del 09 de agosto de 2019, elevada por la parte actora ante la Secretaría de Educación 
de Bogotá, por la cual solicita el reconocimiento y pago de sanción moratoria por el pago tardío de las 
cesantías. 
 
6.1.4. Formato único para expedición de certificado de salarios, devengados por la parte accionante 
durante el año 2019, expedido el 05 de septiembre de 2019 por la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
6.1.5. Formato único para expedición de certificado de historia laboral, de la parte actora, emitido el 
05 de septiembre de 2019 por la Secretaría de Educación de Bogotá. 
 
6.1.6. Formato único para expedición de certificado de salarios, devengados por la parte accionante 
durante el año 2016, expedido el 29 de octubre de 2020 por la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
6.1.7. Formato único para expedición de certificado de historia laboral, de la parte actora, emitido el 
29 de octubre de 2020 por la Secretaría de Educación de Bogotá. 
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7. PROBLEMA JURÍDICO 
 
Teniendo en cuenta que las partes del proceso no discuten que el pago de las cesantías definitivas 
fue realizado con extralimitación de los plazos legalmente establecidos, le corresponde al Juzgado 
determinar, si acoge o no los reproches de ilegalidad propuestos contra el acto ficto negativo, por el 
cual la administración demandada, negó con su silencio la petición encaminada al reconocimiento y 
pago de la sanción moratoria. 

 
 
 

8. CONSIDERACIONES 
 
8.1. Al no observarse causal alguna de nulidad que invalide lo actuado, procede el Despacho, en sede 
de primera instancia, a resolver de fondo este asunto. 
 
 
8.2. Por medio de la Ley 91 de 1989 fue creado el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio –FOMAG- como una cuenta especial de la Nación, cuyos recursos serían administrados 
por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, de acuerdo con el contrato de fiducia mercantil 
celebrado por el Ministerio de Educación Nacional. La Ley también prevé que, a partir del 01 de enero 
de 1990, el auxilio de cesantías a favor de los docentes sería pagado por el Fondo mencionado.  
 
 
8.3. El artículo 56 de la Ley 962 de 20051, reglamentado por el Decreto 2831 de 2005, señala que el 
reconocimiento de las prestaciones sociales por parte del FOMAG, es antecedido por la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de la fiduciaria que administre el fondo, el cual debe ser elaborado 
y firmado por la Secretaría de Educación de la entidad territorial a la que se encuentre vinculado el 
docente. 
 
 
8.4. Los términos para el pago oportuno de las cesantías de los servidores públicos, fueron fijados por 
los artículos 1 y 2 de la Ley 244 de 1995 que fue subrogada por la Ley 1071 de 2006, los cuales 
señalan: 
 

“ARTÍCULO 1. <Artículo subrogado por el artículo 4o. de la Ley 1071 de 2006. El nuevo 
texto es el siguiente:> Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por 
parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el 
reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, 
si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 
 
PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta 
deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al 
recibo de la solicitud, señalándole expresamente los documentos y/o requisitos 
pendientes. 
 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser 
resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 
 
ARTÍCULO 2. <Artículo subrogado por el artículo 5o. de la Ley 1071 de 2006. El nuevo 
texto es el siguiente:> La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 

                                                 
1 Derogado por la Ley 1955 de 2019, a partir del 25 de mayo de 2019. 
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servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para 
el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 
propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 
que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no 
cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá 
repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 
culpa imputable a este.” (Resaltado fuera del texto). 

  
 
8.5. Según la norma en cita, el conteo del término de los setenta (70) días hábiles para el 
reconocimiento y pago de las cesantías definitivas o parciales, se inician el día siguiente a la 
presentación de la solicitud correspondiente y se distribuyen así: 
 
8.5.1. Quince (15) días para la expedición del acto administrativo de reconocimiento. 
 
8.5.2. Diez (10) días para que el acto administrativo expedido cobre ejecutoria. 
 
8.5.3. Cuarenta y cinco (45) días para el pago conforme el acto administrativo ejecutoriado. 
 
 
8.6. Sobre la aplicación de la ley en mención a los docentes oficiales, la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado, recientemente unificaron su jurisprudencia, en el sentido de precisar que las 
disposiciones de la Ley 244 de 1995 modificada por la Ley 1071 de 2006, son aplicables a ellos por 
asemejarse su situación, características y funciones a las de los servidores públicos. En sentencia SU-
336 del 18 de mayo de 2017, con ponencia del magistrado Iván Humberto Escrucería Mayolo, la Sala 
Plena de la Corte Constitucional indicó: 
 

“9.2. La Sala Plena de esta Corporación considera que aquellas personas que se 
desempeñan como docentes al servicio del Estado tienen derecho, previo cumplimiento 
de los requisitos legales y según se evalúe en cada caso concreto, al reconocimiento de 
la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, establecida en la Ley 244 de 
1995, modificada por la Ley 1071 de 2006 y, en ese sentido, unificará la jurisprudencia 
sobre el particular. Lo anterior, por cuanto: 
 
(i) Lo que se busca con el pago de esta prestación social es, por un lado, contribuir a la 
mengua de las cargas económicas que deben enfrentar los asalariados ante el cese de 
la actividad productiva, y por otro -en el caso del pago parcial de cesantías-, permitir al 
trabajador satisfacer otras necesidades, como vivienda y educación. Bajo ese entendido, 
la efectividad del derecho a la seguridad social se desdibuja cuando a pesar de 
reconocer que un trabajador, cualquiera sea su naturaleza, tiene derecho al pago de sus 
cesantías, el Estado o el empleador demora su pago durante un término indefinido. 
 
(ii) Aunque los docentes oficiales no hacen parte de la categoría de servidores 
públicos, su situación, características y funciones se asemejan a la de estos 
últimos y, por lo tanto, les es aplicable el régimen general en lo no regulado en el 
régimen especial de la Ley 91 de 1989[71]. 
 
(iii) Desde la exposición de motivos de esta normatividad, la intención del 
legislador fue fijar su ámbito de aplicación a todos los funcionarios públicos y 
servidores estatales, es decir, involucra a todo el aparato del Estado, no solo a nivel 
nacional sino también territorial. 
 
(iv) Aplicar este régimen garantiza en mayor medida el derecho a la seguridad 
social de los docentes oficiales, en condiciones de igualdad con los demás 
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servidores públicos a quienes de manera directa se les garantiza el reconocimiento 
pronto y oportuno de sus prestaciones sociales. 
 
(v) Si bien los operadores judiciales son autónomos e independientes en el ejercicio de 
sus funciones, mantener dos posturas contrarias sobre el asunto objeto de estudio 
por la Jurisdicción Contencioso Administrativa genera como consecuencia la 
vulneración del derecho a la igualdad de quienes se encuentran en la misma 
situación fáctica y desconoce el principio de seguridad jurídica que irradia las 
actuaciones de las autoridades judiciales. 
 
(vi) Aplicar el régimen general de los servidores públicos a los docentes oficiales en 
materia de sanción moratoria resulta ser la condición más beneficiosa y, en esa 
medida, la que se adecúa mayormente y de mejor manera a los principios, valores, 
derechos y mandatos constitucionales, particularmente, al principio de favorabilidad 
consagrado en el artículo 53 de la Constitución. 
 
(vii) Si bien para el momento en que se produjeron las sentencias en sede de nulidad y 
restablecimiento del derecho aún no había sido proferido el fallo en el que esta 
Corporación abordó de manera definitiva el asunto, ya existía al menos un precedente 
sobre la materia que aproximaba a un entendimiento distinto al que se llegó en dichas 
providencias en sede contenciosa (sentencia C-741 de 2012).” (Resaltado del Juzgado). 
 

 
8.7. Por su parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B, con ponencia de la consejera Sandra Lisset Ibarra Vélez, dentro de la radicación Nro. 
73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) CE-SUJ2-012-18, el 18 de julio de 2018, precisó: 
 

“193. En tal virtud, la Sala dicta las siguientes reglas jurisprudenciales: 
 
3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para 
señalar que el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 
244 de 1995 y sus normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago 
tardío de sus cesantías. 
 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías 
se expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria 
corre 70 días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que 
corresponde a: i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y 
iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la 
ley2 para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para 
entregarle el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual 
modo, que cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, 
el acto de reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En 
ninguno de estos casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador 
como computables para sanción moratoria. 
 
195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se 
interpone el recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo 

                                                 
2 Artículos 68 y 69 C.P.A.C.A. 
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resuelva. Si el recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán 
pasados 15 días de interpuesto. 
 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el 
salario base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la 
fecha en que se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las 
cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación 
básica vigente al momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación 
en el tiempo. 
 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la 
sanción moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” 
(Resaltado y subrayado originales). 

 
 
8.8. Descendiendo al caso concreto, se evidencia que a través de petición presentada el 12 de mayo 
de 2016 ante la Secretaría de Educación de Bogotá bajo el radicado Nro. 2016-CES-339004, Janeth 
Jiménez Rodríguez solicitó el reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, la cual fue atendida 
favorablemente con la Resolución Nro. 7436 del 18 de octubre de 2016, expedida por la Directora de 
Talento Humano de la Secretaría de Educación de Bogotá, cuyo pago fue efectuado el 26 de diciembre 
de 2016. 
 
 
8.9. Cotejados los términos perentorios establecidos en la legislación mencionada con la situación 
fáctica planteada, tal y como lo manifestaron el apoderado judicial de las entidades demandadas en 
su alegato de conclusión y la Procuradora 11 Judicial  
I, se constata que el Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A., incurrieron en tardanza en el reconocimiento y pago de 
las cesantías definitivas rogadas por la parte actora, toda vez que el acto administrativo de 
reconocimiento, debió ser expedido a más tardar el 03 de junio de 2016 y con evidente dilación, se 
expidió hasta el 18 de octubre de 2016. En el caso concreto el pago oportuno de las cesantías, debió 
haberse realizado el 25 de agosto de 2016, no obstante, hasta el 26 de diciembre de 2016, fue 
cancelada la prestación solicitada.  
 
 
8.10. En ese orden de ideas, se encuentra probado que entre el 26 de agosto de 2016 (día siguiente 
al vencimiento del plazo para el pago oportuno) y el 25 de diciembre de 2016 (día anterior a la fecha 
del pago realizado), se causaron 122 días calendario de morosidad en el pago de las cesantías y 
teniendo en cuenta que el salario básico diario del año 2016 (anualidad en la que la demandante se 
retiró del servicio) fue de cincuenta y cuatro mil ciento cincuenta pesos ($ 54.150)3, se debe ejecutar 
la pertinente operación aritmética, cuyo resultado permite establecer como sanción moratoria causada 
a favor de la parte actora, la suma de seis millones seiscientos seis mil trescientos pesos m/cte ($ 
6.606.300). 
 
 
8.11. En asertos previamente establecidos, se indicó que la sanción moratoria en el caso concreto se 
empezó a causar el 26 de agosto de 2016, y como quiera que la petición para su reconocimiento y 
pago data del 09 de agosto de 2019, debe concluirse que no operó el fenómeno jurídico de la 
prescripción extintiva trienal del derecho. Ahora bien, teniendo en cuenta que la administración guardó 
silencio sobre la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria, en aplicación del artículo 83 del 
C.P.A.C.A., tres (03) meses después de presentada, sin haberse notificado respuesta alguna, ha de 
entenderse configurado el 09 de noviembre de 2019, el acto presunto negativo que se demanda. 
 
 

                                                 
3 La asignación básica mensual devengada por la parte actora durante el año 2016 asciende a $ 1.624.511, conforme la 
certificación que obra en el expediente. 
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8.12. Con fundamento en lo esbozado, el Despacho considera que el acto ficto previamente aludido, 
que es objeto de la demanda, es ilegal, por falta de aplicación del parágrafo del artículo 2, de la Ley 
244 de 1995, norma subrogada por la Ley 1071 de 2006, por tanto, adolece de nulidad porque infringe 
las normas en que debería fundarse.  
 
 
8.13. Como restablecimiento del derecho, se ordenará al Ministerio de Educación Nacional por 
conducto de la Fiduciaria La Previsora S.A. reconocer y pagar a favor de la parte demandante, con 
cargo a sus recursos propios, la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, correspondiente 
a 122 días del salario básico pagado en el año 2016, por valor total de seis millones seiscientos seis 
mil trescientos pesos m/cte ($6.606.300). 
 
 
8.14. No habrá lugar a indexar la suma reconocida, toda vez que conforme la jurisprudencia citada, la 
sanción moratoria por pago tardío de cesantías no constituye un derecho laboral, sino una penalidad 
económica que sanciona la negligencia de la entidad en el reconocimiento y pago, cuya base de 
liquidación es el salario básico reajustado anualmente por el Gobierno Nacional. 
 
 
8.15. En el evento que las entidades demandadas, se abstengan de pagar los valores reconocidos de 
manera inmediata a la ejecutoria de la presente decisión, deberán pagar intereses moratorios en los 
términos de los artículos 192 y 195 del C.P.A.C.A. 
 
   
8.16. En aplicación de lo previsto en el numeral 8 del artículo 365 del C.G.P. y el inciso 2 del artículo 188 
del C.P.A.C.A., no habrá lugar a condenar en costas a la parte vencida, por no existir prueba en el plenario 
que evidencie la causación de las mismas. 
 
 
8.17. Una vez en firme esta sentencia, se deberá expedir a costa de la parte interesada copia auténtica 
con constancia de ejecutoria y del poder conferido al apoderado en los términos del numeral 2 del artículo 
114 del C.G.P., devolver el remanente de los gastos procesales, si lo hubiere; y finalmente se procederá 
al archivo de las diligencias, previos los registros a que haya lugar. 
 
 
8.18. Si transcurridos diez (10) meses subsiguientes a la ejecutoria de la presente decisión, la entidad 
demandada no la hubiere cumplido, deberá ordenarse su acatamiento inmediato, según lo señalado en 
los artículos 192 y 298 del C.P.A.C.A.  
 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veintidós (22) Administrativo de la Oralidad del Circuito Judicial 
de Bogotá, -Sección Segunda-, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley,  
 

 
RESUELVE: 

 
Primero: DECLARAR la existencia de silencio administrativo negativo, por ausencia de respuesta de 
fondo a la petición elevada el 09 de agosto de 2019 por JANETH JIMÉNEZ RODRÍGUEZ, quien se 
identifica con cédula de ciudadanía Nro. 52.082.362 ante la Secretaría de Educación de Bogotá, acto 
ficto configurado el 09 de noviembre de 2019, según el artículo 83 del C.P.A.C.A. y por las razones 
expuestas en la motivación. 
 
Segundo: DECLARAR la nulidad del ACTO FICTO NEGATIVO referido en el numeral anterior, de 
conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de la presente sentencia. 
 



Proceso N.R.D. 11001333502220200025700 
Demandante: Janeth Jiménez Rodríguez 

  Pág. 10  

  

  

Tercero: Como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho ORDENAR a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, que por conducto de la FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A., reconozca, liquide y pague a JANETH JIMÉNEZ RODRÍGUEZ, quien se identifica 
con cédula de ciudadanía Nro. 52.082.362, la sanción moratoria prevista en el parágrafo del artículo 5º 
de la Ley 1071 de 2006 con cargo a sus recursos propios, equivalente a un día de salario básico del año 
2016 por cada día de retardo, a partir del 26 DE AGOSTO DE 2016 Y HASTA EL 25 DE DICIEMBRE DE 
2016, para un total de 122 días, que corresponden a la suma de SEIS MILLONES SEISCIENTOS SEIS 
MIL TRESCIENTOS PESOS M/CTE ($ 6.606.300), de conformidad con lo expuesto en la parte motiva 
de la sentencia.  
 
Cuarto: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, atendiendo las razones vertidas en la parte 
motiva de la presente sentencia. 
 
Quinto: Las entidades demandadas, Ministerio de Educación Nacional y Fiduciaria La Previsora S.A., 
darán cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 189, 192 y 195 del C.P.A.C.A. 
 
Sexto: SIN CONDENA en costas procesales, atendiendo lo establecido en el numeral 8 del artículo 
365 del C.G.P. y el inciso 2 del artículo 188 del C.P.A.C.A., de conformidad con lo expuesto en la parte 
motiva de la presente sentencia. 
 
Séptimo: EXPEDIR a costa de la parte interesada COPIA AUTÉNTICA con constancia de ejecutoria, 
así como la constancia que dé cuenta del poder conferido al apoderado (a) judicial de la parte actora, 
de conformidad con el artículo 114 numeral 2 C.G.P. 
 
Octavo: Una vez ejecutoriada esta sentencia, DEVOLVER a la parte demandante el remanente de 
los gastos del proceso, si lo hubiere y luego ARCHIVAR el expediente, de conformidad con el numeral 
4 artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
Noveno: Si transcurridos diez (10) meses subsiguientes a la ejecutoria de la presente decisión, la entidad 
demandada no la hubiere cumplido, ORDENAR su acatamiento inmediato, según lo señalado en los 
artículos 192 y 298 del C.P.A.C.A. 
 
Elaboró: CCO 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
Firmado Por: 

 
LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  

JUEZ CIRCUITO 
JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
bd55259b54091577acdf206c25383854bef08f16164c99459ed72fdb403a96ee 

Documento generado en 21/06/2021 03:01:46 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
 
 
 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220210003800 
Demandante:   NIDIA HERNÁNDEZ LAGOS 
Demandado:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Controversia:  SANCIÓN MORATORIA POR PAGO DE CESANTÍAS 
 
 

Teniendo en cuenta que el asunto de la referencia es de pleno derecho, el Despacho dispone dar 
cumplimiento al numeral 1 literal “a” del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, que adicionó el artículo 
182 A del C.P.A.C.A.; en consecuencia, se ordena: 
 
1. TENER como pruebas los documentos que obran en el expediente, de conformidad con el valor 

probatorio que establece la ley. 
 
2. PRESCINDIR de la celebración de la audiencia inicial.  
 
3. FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos: “corresponde al Juzgado determinar si le asiste o 

no derecho a la parte actora, al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío 
de las cesantías.” 

 
4. Con el fin de proferir SENTENCIA ANTICIPADA, CORRER traslado común por el término de diez 

(10) días para que los (as) apoderados (as) de las partes presenten sus alegatos de conclusión 
y ejerzan la respectiva contradicción probatoria. Dentro del mismo término podrá el Ministerio 
Público rendir su concepto. 

 
 

Para garantizar a los sujetos procesales el acceso al proceso, en la misma fecha de la notificación 
electrónica del presente auto, la Secretaría del Juzgado remitirá a los correos electrónicos conocidos 
en el plenario, el enlace que permitirá el acceso al expediente digitalizado. 
 
Elaboró: CCO 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 
lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

                                                 
1 Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021 a 
las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 del C.P.A.C.A. 
 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 5 
TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)i. 
 
 
Proceso: N.R.D. 11001333502220210003900 
Demandante: MARTA CECILIA RINCÓN GARZÓN 
Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E. 
Controversia: CONTRATO REALIDAD 
 
 
Teniendo en cuenta que se encuentra superado el término de traslado de las excepciones propuestas 
por la demandada SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E., se 
procede a resolver la excepción previa de “Falta de Jurisdicción o de Competencia”, de conformidad con lo 
dispuesto en el parágrafo 2º del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 
de 2021 y en concordancia con el artículo 12 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 
 

I. ANTECEDENTES 
 
MARTA CECILIA RINCÓN GARZÓN, mediante apoderado judicial, demandó a través del presente medio 
de control a la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E., con el fin 
de que se declare la nulidad del acto administrativo que negó la existencia de un contrato realidad y, en 
consecuencia, el pago de las acreencias laborares que correspondan. 
 
Admitida la demanda el 24 de marzo de 2021, se corrió traslado a la entidad demandada SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E. por el término de treinta (30) días y 
dentro del término concedido, la mencionada entidad, a través de escrito radicado el 24 de mayo de 
2021, contestó la demanda y propuso como excepción previa la “Falta de Jurisdicción o de Competencia”. 
 
 

II. DE LA EXCEPCIÓN PROPUESTA 
 
El apoderado judicial de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E., 
en su escrito de contestación de demanda, propuso la excepción previa de “Falta de Jurisdicción o de 

Competencia” y para soportar ese medio exceptivo, expresó:  
 

“Me permito proponer ante el despacho, falta de jurisdicción, de acuerdo a la pretensión elevada por la parte 
demandante. Solicitó el actor se declare la existencia de una relación laboral de derecho público.  
 
Son servidores públicos a) Los empleados públicos, b) los miembros que ocupan cargos de elección popular, y, c) los 
trabajadores oficiales.  
 
De acuerdo a esta clasificación la relación laboral de derecho público se enmarca en el ámbito de trabajadores 
oficiales, que de acuerdo a su especial naturaleza, son servidores públicos (relación laboral de derecho público) cuyo 
régimen jurídico aplicable es privado de acuerdo a las normas del Código Sustantivo del Trabajo.  
 
En los miembros que ocupan cargos de elección popular entramos las personas que desempeñan funciones en las 
corporaciones públicas, (senadores, representantes a la Cámara, diputados, concejales, ediles, etc) y el personal de 
la rama ejecutiva (Presidente de la República, Gobernadores, Alcaldes, etc).  
 
En los empleados públicos encontramos el personal de carrera administrativa y de libre nombramiento y remoción.  
 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
Carrera 57 No. 43-91, Piso 5° Can 

Teléfono: 5553939 Ext 1022 
admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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Finalmente, los trabajadores oficiales son las personas que tienen una relación laboral de derecho público, para 
desempeñar cargos de servicios generales, mantenimiento, y los demás cargos que, de acuerdo a la normatividad 
interna de la entidad, deban proveerse de esta manera (conductores, radioperadoras, etc).”. 

 
 

III. DEL TRASLADO DE LA EXCEPCIÓN 
 
Corrido el traslado de la excepción propuesta por la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
SUR OCCIDENTE E.S.E., el apoderado judicial de la parte actora no descorrió el mismo. 
 
 

IV. CONSIDERACIONES 
 
Atendiendo a que la excepción propuesta de “Falta de Jurisdicción o de Competencia” es de aquellas que deben 
ser despachadas antes de realizar la audiencia inicial, de conformidad con lo establecido en los artículos 
101, 102 y 110 del C.G.P.; el numeral 6º del artículo 180 del C.P.A.C.A., el parágrafo 2º del artículo 175 
del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 y en concordancia con el artículo 
12 del Decreto Legislativo 806 de 2020, se procede a realizar las siguientes consideraciones: 
 
Es importante advertir que el cometido de las excepciones previas no es el de cuestionar el fondo del 
asunto, sino el de mejorar el trámite de la litis o terminarla cuando ello no es posible, evitando posibles 
nulidades y sentencias inhibitorias. 
 
Sobre la falta de jurisdicción y competencia el artículo 168 del C.P.A.C.A., señala: “En caso de falta de 

jurisdicción o de competencia, mediante decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente al competente, en caso de 
que existiere, a la mayor brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la presentación inicial hecha 
ante la corporación o juzgado que ordena la remisión.”. 
 
Así las cosas, precisa este Despacho que conforme lo ha establecido el Consejo de Estado1, cuando lo 
que se pretende es la declaración de la existencia de un contrato realidad, la jurisdicción competente se 
determina de acuerdo a las funciones ejercidas por el trabajador y la entidad a la que se encontraba 
vinculado y en ese orden de ideas, si se trata de un trabajador oficial, se ejerce la acción laboral ante la 
jurisdicción ordinaria; mientras que si se trata de un empleado público, es la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo la que conoce de dichos temas. 
 
Planteamiento que se derivó del pronunciamiento realizado por el Consejo de Estado, SECCIÓN 
SEGUNDA, SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: ALBERTO ARANGO MANTILLA, en sentencia del 31 
de enero de 2002, Radicación número: 68001-23-31-000-1998-01883-01(1852-01), Actor: GENY 
CLEOTILDE SALCEDO CÁCERES, Demandado: MUNICIPIO DE FLORIDABLANCA. 
 

“Si bien las pretensiones de esta demanda tienen su origen en la vinculación de que fue objeto la demandante lo que 
se busca mediante este proceso no es la nulidad de las mismas, sino demostrar que a través de la actividad 
desarrollada se derivó una relación diferente que generaba consecuencias salariales y prestacionales. Tampoco está 
llamada a prosperar la excepción de falta de jurisdicción en razón a que si bien la demandante persigue la declaratoria 
de una relación laboral, la labor desempeñada era la de docente la cual no puede asimilarse a las de construcción y 
sostenimiento de obras públicas, propias de los trabajadores oficiales que si se vinculan por contrato de trabajo. Ha 
sostenido la Sala reiteradamente que no es la modalidad o el acto de vinculación el que determina la condición en la 
cual se prestan los servicios. La demandante se desempeñaba como docente, vale decir, no realizaba labores propias 
de los trabajadores oficiales. Por consiguiente, al ser sus funciones las propias de un empleado público departamental, 
ineludible resulta su asimilación al orden legal y reglamentario. En consecuencia, el juez competente para conocer del 
asunto en cuestión no es otro que el contencioso administrativo.”. 

 
En el caso en estudio, la parte demandante solicitó que se declare que existió un “vínculo laboral” con la 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E. desde el año 2009 hasta 
el año 2018, en razón a que ejerció funciones públicas como Auxiliar para Procesos de Salud Pública, a 

                                                 
1 Sentencia del 17 de abril de 2013 dictada por el Consejo de Estado, Sección Segunda, Consejero Ponente: Alfonso Vargas Rincón. Radicación número: 
05001233100020070012201 (1001-2012). Actor: Humberto Antonio Murillo Herrera. Demandado: E.S.E. Rafael Uribe, reiterado por el CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN 
SEGUNDA, SUBSECCIÓN B, Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE, en Sentencia del 28 de enero de 2015. Radicación número: 41001-23-33-000-2012-00339-
01(2759-13). Actor: CLARA ISABEL ROA ARIAS. Demandado: ESE CARMEN EMILIA OSPINA DEL MUNICIPIO DE NEIVA. 
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través de la suscripción de contratos de prestación de servicios, lo que hace que el asunto se asimile 
para efectos de competencia, al de un empleado público. 
 
En este orden de ideas, contrario a lo expuesto por el apoderado de la entidad accionada, el asunto bajo 
análisis le corresponde a esta jurisdicción en tanto se trata de la desnaturalización de una relación legal 
y reglamentaria que se pretende se reconozca entre una entidad estatal de salud y la parte. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintidós (22) Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de 
Bogotá, Sección Segunda, 
 
 

RESUELVE: 
 
Primero: DECLARAR NO PROBADA la excepción de “Falta de Jurisdicción o de Competencia” propuesta por 
la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E., de conformidad con lo 
expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
Segundo: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría del Juzgado, INGRESAR el expediente al 
Despacho para proveer lo que en derecho corresponda. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
Elaboró: DCS 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
Proceso:  E.L. 11001333502220210012700 
Demandante:  ROBERT ALEXANDER CULMA MAHECHA 
Demandado:  DISTRITO CAPITAL – ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ – UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO DE BOMBEROS 
Controversia:   CAPITAL, INDEXACIÓN E INTERESES MORATORIOS 
 
 
Se verifica que la demanda ejecutiva fue presentada por el doctor Jairo Sarmiento Patarroyo, 
identificado con cédula de ciudadanía Nro. 19.191.989 y con tarjeta profesional Nro. 62.110 del C. S 
de la J., quien actúa en nombre y representación de Robert Alexander Culma Mahecha, identificado 
con cédula de ciudadanía Nro. 79.782.285. 
 
Sin embargo, revisado el libelo demandatorio, el mismo se debe inadmitir conforme el artículo 6 del 
Decreto 806 de 2020, con el fin de que sean subsanados los siguientes aspectos: 
 
1. No está especificado el canal digital donde debe ser notificado el demandante Robert Alexander 

Culma Mahecha. 
 

2. No fue aportada la constancia de envío de la copia digital o física de la demanda, al Distrito Capital 
– Alcaldía Mayor de Bogotá – Unidad Administrativa Especial Cuerpo de Bomberos. 

 
En este orden de ideas, se ordenará inadmitir la demanda y conceder un término de cinco (5) días, 
contados partir de la notificación de la presente providencia, para que la parte actora subsane las 
formalidades glosadas y envíe copia digital o física de la subsanación a la parte demandada, so pena 
de rechazo, conforme lo señala el artículo 6 del Decreto 806 de 2020. 
 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 22 Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, -Sección 
Segunda-,  

 
RESUELVE: 

 
Primero: INADMITIR la presente demanda, conforme al artículo 6 del Decreto 806 de 2020 y por las 
razones anotadas en la parte motiva. 
 
Segundo: CONCEDER un término de cinco (5) días, contados partir de la notificación de la presente 
providencia, con el fin de que sea subsanada la demanda, conforme a lo expuesto en la parte motiva 
de este auto, so pena de rechazo. 
 
Elaboró: CCO 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ CIRCUITO 

                                                           
1 Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021 a 
las 8:00 a.m. 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
 
Proceso: N.R.D.  11001333502220210016900 
Demandante: NELSON NORIEL ROMERO CAPERA 
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA-EJÈRCITO NACIONAL 
Controversia:   REAJUSTE IPC EN ASIGNACIÒN DE RETIRO 
 
 
Revisado el expediente se constató que el último lugar de trabajo donde prestó sus servicios el señor 
NELSON NORIEL ROMERO CAPERA, identificado con el número de cédula 93.345.308, fue el centro 
de entrenamiento básico de brigada No. 22 en el retorno-Guaviare; así las cosas, se debe tener en 
cuenta lo siguiente: 
 
El artículo 156 numeral 3 del C.P.A.C.A. dispone: 
 

“ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la 
determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes 
reglas: 
(…) 
 
 

1. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios. 
(…)” 

 
 
En consecuencia, teniendo en cuenta la norma previamente citada y en concordancia con el Acuerdo 
No. ACUERDO PCSJA20-11653 del 28 de octubre del 2020 de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, a través del cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos en el 
Territorio Nacional, se remitirá la presente controversia por competencia territorial a los Juzgados del 
Circuito Judicial Administrativo de Villavicencio, (Reparto). 
 
 
En mérito de lo antes expuesto, el Juzgado Veintidós (22) Administrativo de Oralidad del Circuito 
Judicial de Bogotá, -Sección Segunda- 
 
 

RESUELVE: 
 

 
REMITIR por competencia el expediente referenciado a los Juzgados del Circuito Judicial 
Administrativo de Villavicencio (Reparto), por los motivos expuestos en esta providencia. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
ELABORÓ: CET 

 
 

Firmado Por: 
 

LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021).i 
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220210017700 
Demandantes:  MARTHA INES SEPULVEDA LÒPEZ,  

DOLLY JANNETH RODRIGUEZ MONTOYA Y  
CARLOS ADOLFO TOVAR PLAZAS 

Demandado:   FISCALÌA GENERAL DE LA NACIÒN 
Controversia:  PRIMA ESPECIAL 30% 
 
 
Se encuentra el presente expediente al despacho para decidir acerca de avocar conocimiento del 
medio de control formulado por los demandantes MARTHA INES SEPULVEDA LÒPEZ, DOLLY 
JANNETH RODRIGUEZ MONTOYA Y CARLOS ADOLFO TOVAR PLAZAS, previas las siguientes 
consideraciones: 
 
De la lectura de las peticiones en vía administrativa, las pretensiones y los hechos de la demanda, 
presentada por el doctor Leónidas Torres Lugo, en calidad de apoderado de los citados demandantes, 
se desprende que los mismos laboran en la Fiscalía General de la Nación, desempeñando el cargo 
de Fiscal Delegado ante los Jueces de Circuito, y en tal condición, aspiran a obtener el reconocimiento 
y pago de la prima especial del 30% prevista en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992. 
 
Resulta pertinente acoger los lineamientos trazados por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Segunda, Corporación que mediante auto interlocutorio del 29 de agosto de 
2018, replanteó su postura respecto de los impedimentos sobre el reconocimiento y pago de la prima 
especial del 30%, bajo los siguientes términos: 
 

“(…) La declaración de impedimento se fundamenta en las causales previstas en los 
ordinales 1.° y 14.º del artículo 141 del Código General del Proceso, toda vez que en el 
sub lite la demandante persigue la reliquidación de salarios y prestaciones sociales 
teniendo en cuenta la prima especial mensual del 30%, prevista en el 14 de la Ley 4ª de 
1992.  Además, los magistrados del Tribunal Administrativo del Atlántico han formulado 
reclamaciones o demandas para que se reliquiden sus salarios o prestaciones laborales 
teniendo en cuenta la mencionada prima. (…) 
 
Realizadas las anteriores precisiones, la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
declarará fundado el impedimento presentado por los funcionarios en comento, toda vez 
que les asiste un interés directo en las resultas del proceso, en la medida que la discusión 
planteada consiste en la reliquidación y pago de las prestaciones con la inclusión del 
valor pagado como prima especial de servicios equivalente al 30% del salario básico (art. 
14 de la Ley 4.ª de 1992), es decir, que en su calidad de funcionarios de la Rama Judicial 
persiguen el mismo factor salarial de la parte demandante. (…) 
 
En ese sentido, se torna imperativo admitir la separación de aquellos en relación con el 
conocimiento del asunto de la referencia, en aras de garantizar los principios de 
imparcialidad e independencia de la administración de justicia, consagrados en el 
artículo 5.° de la Ley 270 de 1996 en armonía con el ordinal primero tanto del artículo 
8.° de la Convención Interamericana de Derechos Humanos como del artículo 14 del 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos, y se procederá de conformidad. (…)”. (Subrayado 
fuera del texto). 
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Con fundamento en los hechos y las normas que se invocan para soportar las pretensiones contenidas 
en la presente demanda, la documental obrante en el plenario y la providencia antes reseñada, estima 
el suscrito funcionario que se encuentra incurso en las causales 1 y 14 de impedimento previstas en 
el artículo 141 del C.G.P., en concordancia con el artículo 140 del mismo compilado normativo, que 
indican: 
 

“Artículo 140. Declaración de impedimentos. 
 
Los magistrados, jueces, conjueces en quienes concurra alguna causal de recusación 
deberán declararse impedidos tan pronto como adviertan la existencia de ella, 
expresando los hechos en que se fundamenta. 
 
Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso”.  
 
14. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o civil, pleito pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe fallar. (Subrayado fuera del texto). 

 
Concretamente el impedimento se funda en que el hecho el 18 de diciembre de 2015, instauré 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la Rama Judicial – Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, con radicación No. 25000234200020150646100, solicitando el 
reconocimiento y pago de la prima especial del 30%, así como la reliquidación de las prestaciones 
sociales que se han pagado con el 60% del salario básico y no el 100% como legalmente corresponde; 
debiendo se aclara que si bien es cierto se pronunció fallo de primera instancia con carácter 
estimatorio, el mismo a al fecha no se encuentra ejecutoriado por lo que sin duda alguna el suscrito 
Juez tiene interés directo en el proceso y además existe pleito pendiente con la misma cuestión jurídica 
planteada en mi demanda y aquella que se formula en esta litis. 
 
De conformidad con lo anterior, debe este Juzgador declararse impedido para conocer el presente 
asunto, debido a que existe un interés directo y actual en las resultas del proceso, por cuanto la parte 
demandante solicita el reconocimiento y pago de la prima especial del 30% prevista en el art. 14 de la 
Ley 4 de 1992, así como la reliquidación de las prestaciones sociales, es por ello, y teniendo en cuenta 
que el suscrito funcionario adelanta una demanda con las mismas pretensiones a las que aparece 
planteadas en el asunto referenciado, puede resultar comprometida mi independencia, y mi 
imparcialidad en cualquier decisión que se pudiera tomar en el presente asunto. 
 
Ahora bien, el numeral 2 del artículo 131 del C.P.A.C.A., dispone: 
 

“ARTÍCULO 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos se 
observarán las siguientes reglas: 
 
1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo 
anterior deberá declararse impedido cuando advierta su existencia, expresando los 
hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez que le siga en turno para que 
resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; 
si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite (…) 
 
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos 
los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en 
que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el 
conocimiento del asunto.” (Subrayado del Despacho). 
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Conforme el trámite previsto en la norma transcrita, el suscrito Juez se declarará impedido por estar 
incurso en las causales 1 y 14 del artículo 141 del C.G.P. y ordenará remitir el expediente al Juzgado 
23 Administrativo del Circuito Judicial Bogotá, con la finalidad de que dicho despacho, proceda 
inicialmente a resolver de plano sobre el impedimento aquí manifestado, y en caso de aceptarlo, 
proceda a asumir el conocimiento  
 
Así las cosas, el Juzgado Veintidós (22) Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá –Sección 
Segunda-, atendiendo la nueva regulación de los impedimentos contenida en la Ley 1437 de 2011, y 
con el propósito de garantizar los principios de independencia, libertad, economía, celeridad procesal 
y de juez natural, 
 
 

RESUELVE: 
 
Primero: DECLARARSE IMPEDIDO para conocer del presente medio de control, por existir interés 
directo en las resultas del proceso y pleito pendiente con las mismas pretensiones, (numerales 1 y 14 
del artículo 141 del C.G.P., conforme lo determina el artículo 140 ibídem y numeral 1 del artículo 131 
del C.P.A.C.A.). 
 
Segundo: REMITIR el expediente al Juzgado 23 Administrativo del Circuito Judicial Bogotá, para lo 
que estime procedente, conforme las razones vertidas en la presente providencia. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
ELABORÒ: CET 
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Bogotá, D.C., veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)1.  
 
 
Proceso:  N.R.D. 11001333502220210017900 
Demandante:  ANDRÉS DÍAZ URRUTIA 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL 
Controversia:  SUBSIDIO FAMILIAR 
 
 
Recibido el expediente por reparto de la Oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados Administrativos del 
Circuito de Bogotá, se verifica que bajo las previsiones de los artículos 154 a 157 del C.P.A.C.A., la 
competencia para conocer del litigio de la referencia recae en este Juzgado, razón por la cual se 
AVOCA su conocimiento. 
 
Ahora bien, la demanda fue presentada por el doctor PAULO AUGUSTO SERNA, identificado con 
cédula de ciudadanía Nro. 94.496.735 y tarjeta profesional Nro. 324.284 del C. S. de la J. en 
representación de ANDRÉS DÍAZ URRUTIA, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 94.503.901, 
se le reconoce personería adjetiva para actuar en los términos y para los fines del poder allegado al 
expediente, de conformidad con lo previsto en el artículo 160 del C.P.A.C.A.  
   
De conformidad con los artículos 155, 161, 162 y 163 del C.P.A.C.A., en concordancia con la reforma 
prevista en la Ley 2080 de 2021, también se constata: 
 
1. Que se encuentran designadas las partes, acorde con lo previsto en el artículo 162 numeral 1 del 

C.P.A.C.A. 
 
2. Que las pretensiones se encuentran individualizadas, expresadas con claridad y guardan 

coherencia, tal como se exige en los artículos 162 numeral 2 y 163 del C.P.A.C.A. 
 
3. Que los fundamentos fácticos de la demanda se encuentran debidamente determinados, 

enunciados y numerados, como lo establece el artículo 162 numeral 3 del C.P.A.C.A. 
 
4. Que los fundamentos de derecho de las pretensiones, las normas violadas y el concepto de 

violación se encuentran ajustadas al numeral 4 del artículo 162 del C.P.A.C.A. 
 
5. Que se encuentra la petición de pruebas que la parte demandante pretende hacer valer, de 

conformidad con el artículo 162 numeral 5 del C.P.A.C.A. 
 

6. Que el Despacho ajusta la cuantía a 50 smlmv, que asciende a la suma de cuarenta y cinco 
millones cuatrocientos veintiséis mil trescientos pesos m/cte ($ 45.426.300), por lo que este 
proceso debe tramitarse en primera instancia, de acuerdo con el numeral 2 del artículo 155 del 
C.P.A.C.A. 

 
7. Que el acto administrativo demandado se encuentra individualizado, de conformidad con el 

artículo 161 numeral 2 del C.P.A.C.A. 
 
En consecuencia, se dispone: 

                                                           
1 Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a las partes la providencia anterior, hoy 23 DE JUNIO DE 2021 a 
las 8:00 a.m., de conformidad con el artículo 201 del C.P.A.C.A. 

 

JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
CARRERA 57 No. 43-91, PISO 5° CAN 

TELÉFONO 5553939 EXT 1022 
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ADMITIR la anterior demanda por reunir los requisitos legales y al efecto se ordena: 
 
 
1. Notificar a la parte actora, de conformidad con el artículo 171 numeral 1 del C.P.A.C.A., en 

concordancia con la reforma prevista en la Ley 2080 de 2021. 
 
2. Notificar personalmente este proveído al DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL, o a 

quien haga sus veces para efectos de notificaciones judiciales y a través del correo electrónico 
informado, enviar copia únicamente de la presente decisión, porque la parte actora ya remitió 
electrónicamente la copia de la demanda y los anexos al extremo pasivo, lo anterior en 
cumplimiento de los artículos 162 numeral 8 (numeral adicionado con el artículo 35 de la Ley 2080 
de 2021), 171 numeral 1 y 199 del C.P.A.C.A. 

 
3. Vincular a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL –CASUR-, en calidad 

de litisconsorte necesario, en consecuencia, notificar al DIRECTOR GENERAL DE LA CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL –CASUR- o a quien haga sus veces para 
efectos de notificaciones judiciales, haciéndole entrega de la copia de la demanda y sus anexos, 
de conformidad con los artículos 162 numeral 8º (numeral adicionado con el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021), 171 numeral 1 y 199 del C.P.A.C.A. 

 
4. Notificar personalmente este proveído al AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO y a través del 

correo electrónico, entregar copia de la demanda y sus anexos, de conformidad con los artículos 
171 numeral 2 y 199 del C.P.A.C.A., en concordancia con la reforma prevista en la Ley 2080 de 
2021. 

 
5. Notificar personalmente esta providencia al DIRECTOR GENERAL DE LA AGENCIA NACIONAL 

DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, y a través del correo electrónico, entregar copia de la 
demanda y sus anexos, en los términos establecidos en el artículo 199 del C.P.A.C.A., en 
concordancia con la reforma prevista en la Ley 2080 de 2021. 

 
6. Conforme al artículo 172 del C.P.A.C.A., CORRER traslado de la demanda a la (s) entidad (es) 

accionada (s) y al Ministerio Público, por el término de treinta (30) días, plazo que comenzará a 
correr de conformidad con lo previsto en los artículos 199 y 200 del precitado Código, en 
concordancia con la reforma prevista en la Ley 2080 de 2021; término que deberá usar el extremo 
pasivo para contestar la demanda, pedir y/o aportar pruebas, ejercer el derecho de defensa e 
informar el correo electrónico de notificaciones judiciales de la entidad y el del (a) apoderado (a) 
que la representará. 

 
7. La parte actora deberá allegar con destino a este proceso toda la documental relacionada con el 

presente litigio, que se encuentre en su poder, conforme al numeral 5 del artículo 162 del 
C.P.A.C.A., en concordancia con la reforma prevista en la Ley 2080 de 2021. 

 
8. Se pone de presente al (la) apoderado (a) y/o representante de la entidad accionada que deberá 

aportar con la contestación de la demanda todas las pruebas que tengan en su poder y que 
pretenda hacer valer; advirtiéndose que dichas pruebas documentales deberán contener el 
expediente administrativo relacionado con el acto cuestionado. Lo anterior, en cumplimiento del 
artículo 175 numeral 4º del C.P.A.C.A., en concordancia con la reforma prevista en la Ley 2080 
de 2021. 

 
9. La(s) entidad(es) demandada(s) y/o vinculada(s) informará(n) si la parte actora ha promovido 

acciones judiciales diferentes a este medio de control con las mismas pretensiones de esta 
demanda. En caso positivo, se aportará los datos del proceso, el estado actual y las providencias 
de fondo impartidas, si las hubiere. 
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10. Aclarar a las partes que la correspondencia se canaliza por el correo electrónico de la Oficina de 
Apoyo Judicial para los Juzgados Administrativos de Bogotá: 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 
 
 
Elaboró: CCO 
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